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como a respetar las limitaciones establecidas por la legis-
lación reguladora del patrimonio histórico artístico. En
ningún caso esta estipulación tiene el carácter, en caso
de posible incumplimiento, de condición resolutoria del
convenio de transacción.

Octava.

Con expresión de las acciones y derechos derivados
del presente convenio de transacción, las partes inter-
vinientes en el mismo desisten de forma irrevocable e
incondicional de cualquier acción, procedimiento, recur-
so o instancia, pendiente de resolución judicial entre
ellas, renunciando, asimismo, a entablar en el futuro cual-
quier acción o procedimiento que las partes hayan sus-
citado o pudieran suscitar entre ellas, cualquiera que
sea su naturaleza, carácter o denominación, relativos al
inmueble y los derechos a favor de la Administración
General del Estado que se transmiten y reconocen en
virtud del convenio transaccional.

Novena.

La eficacia del presente convenio transaccional queda
subordinada a la aceptación del mismo en todas sus
cláusulas y estipulaciones por todas las partes intervi-
nientes, mediante la formalización de la oportuna escri-
tura pública, previo cumplimiento de los requisitos que
resulten procedentes de acuerdo con la legislación apli-
cable a cada uno de los intervinientes.

17998 REAL DECRETO 1336/1999, de 31 de julio,
por el que se dispone la formación de los cen-
sos de edificios, locales, viviendas y población.

La Ley de 8 de junio de 1957, sobre formación de
censos económicos y de un plan censal general, dispone
que tanto los censos demográficos como los de carácter
económico y sus derivados se realizarán por el Instituto
Nacional de Estadística, con periodicidad decenal.

Asimismo, la Ley 12/1989, de 9 de mayo, de la Fun-
ción Estadística Pública, establece en su artículo 26 j)
que corresponde al Instituto Nacional de Estadística la
formación de los censos generales, tanto demográficos
como los de carácter económico y sus derivados y
conexos. Y el Plan Estadístico Nacional para el perío-
do 1997-2000, aprobado por Real Decreto 2220/1998,
de 16 de octubre, recoge expresamente estos censos
en el inventario de operaciones estadísticas a realizar
durante este período.

Por otra parte, el artículo 1 de la Ley 70/1980, de
16 de diciembre, por la que se modifican las fechas
de referencia para la formación de los censos generales
de la Nación, en la redacción dada por la disposición
adicional decimosexta de la Ley 50/1998, de 30 de
diciembre, de Medidas fiscales, administrativas y del
orden social, establece que el Instituto Nacional de Esta-
dística formará los censos de población y viviendas en
los años terminados en uno con referencia a una fecha
comprendida entre el 1 de marzo y el 31 de mayo, y
los censos de edificios y locales en los años terminados
en cero, debiendo fijarse por Real Decreto la fecha con-
creta de referencia para la formación de los citados
censos.

Razones de coste económico aconsejan que los cen-
sos de edificios y de locales se realicen simultáneamente,
y por distintos motivos técnicos resulta necesario replan-
tear los objetivos de dichos censos, realzando su carácter
de instrumento preparatorio con vistas a los censos de
población y viviendas del año siguiente. Para ello, se

amplía a un año el margen temporal entre el primer
recorrido censal (censos de edificios y locales) y el segun-
do y definitivo (censos de población y viviendas).

Otra novedad con respecto a operaciones censales
anteriores viene impuesta por la Ley 4/1996, de 10
de enero, por la que se modifica la Ley reguladora de
las Bases del Régimen Local en relación con el padrón
municipal, al establecer un nuevo modelo de gestión
padronal, en el que quedan suprimidas las tradicionales
renovaciones quinquenales que en los años terminados
en 1 se realizaban conjuntamente con el censo de pobla-
ción. El nuevo marco de relación entre el padrón muni-
cipal y los censos de población queda establecido en
el artículo 79 del Reglamento de Población y Demar-
cación Territorial, según la nueva redacción dada en el
Real Decreto 2612/1996, de 20 de diciembre.

Por otra parte, varias leyes y planes estadísticos de
las Comunidades Autónomas han declarado como datos
estadísticos de interés en su ámbito competencial los
repertorios exhaustivos u operaciones estadísticas de
tipo censal referidas a los edificios, las unidades de acti-
vidad económica, las viviendas y la población, reforzando
así la importancia de los datos procedentes de los censos
decenales y haciendo conveniente una adecuada coor-
dinación de los esfuerzos técnicos para su elaboración.

En virtud de todo ello, a propuesta del Ministro de
Economía y Hacienda y del Ministro de Administraciones
Públicas y previa deliberación del Consejo de Ministros
en su reunión del día 31 de julio de 1999,

D I S P O N G O :

Artículo 1.

1. El Instituto Nacional de Estadística formará los
censos de edificios y locales del año 2000 y los censos
de población y viviendas del año 2001.

2. Para la realización de los citados censos, el Ins-
tituto Nacional de Estadística podrá recabar la colabo-
ración de los órganos y servicios de la Administración
General del Estado o de las demás Administraciones
públicas, en los términos establecidos en el artículo 4
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común, en el artículo 10 de
la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases
del Régimen Local, y, más específicamente en el Título III
de la Ley 12/1989, de 9 de mayo, de la Función Esta-
dística Pública.

3. La formación del censo de población se apoyará
en los datos de los Padrones municipales, se llevará a
cabo prestando los Ayuntamientos la colaboración que
el Instituto Nacional de Estadística les solicite, servirá
para controlar la precisión de los datos padronales y,
en su caso, y después de las comprobaciones adicionales
que los Ayuntamientos consideren necesarias, para intro-
ducir en ellos las rectificaciones pertinentes.

En el desarrollo de la operación censal se tomarán
las medidas necesarias para mantener separados los
datos censales, sometidos al secreto estadístico, de los
datos padronales, de carácter nominal y con efectos
esencialmente administrativos.

Los gastos en que incurran los Ayuntamientos por
causa de esta colaboración serán sufragados con cargo
a los Presupuestos Generales del Estado.

4. Las personas físicas y jurídicas estarán obligadas
a aportar los datos censales que se les solicite, en apli-
cación del artículo 7 del Título I de la Ley 12/1989,
de la Función Estadística Pública, aunque con los límites
impuestos por el artículo 11.2 de dicha ley y por la nor-
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mativa específica en materia de protección de la inti-
midad.

5. La información facilitada por las personas físicas
o jurídicas en su colaboración censal estará protegida
por el secreto estadístico, en los términos establecidos
en el capítulo III del Título I de la Ley 12/1989, de
la Función Estadística Pública.

Artículo 2.

1. Los censos de edificios y locales se realizarán
en todo el territorio español, sirviendo como fecha de
referencia el 1 de mayo del 2000.

2. Los censos de población y viviendas se realizarán
también en todo el territorio español, sirviendo como
fecha de referencia el 1 de mayo del 2001.

Artículo 3.

1. Con el objeto de garantizar la necesaria homo-
geneidad del proceso de elaboración de los censos de
edificios, locales, viviendas y población, corresponde al
Instituto Nacional de Estadística la dirección, coordina-
ción y ejecución de los trabajos para la formación de
dichos censos.

2. El Instituto Nacional de Estadística, oídos los
diversos Departamentos ministeriales, las Comunidades
Autónomas y las Corporaciones locales, determinará el
contenido del proyecto estadístico de los censos de edi-
ficios, locales, viviendas y población, que llevará a cabo
por medio de sus funcionarios o del personal que desig-
ne, dictando las instrucciones precisas para su realiza-
ción.

3. El Instituto Nacional de Estadística y los órganos
de estadística de las Comunidades Autónomas desarro-
llarán los acuerdos, convenios u otras formas de cola-
boración que se consideren convenientes en relación
con cualquiera de los aspectos de los trabajos censales,
a fin de mejorar la calidad, cobertura y difusión de los
resultados de dicho trabajo estadístico y con el objetivo
de realizar un mejor aprovechamiento de los recursos
a ellos asignados.

Artículo 4.

Los gastos originados por el presente Real Decreto
se sufragarán con cargo a los créditos consignados en
los Presupuestos del Instituto Nacional de Estadística,
sin perjuicio de lo que pudiera establecerse al respecto
en los convenios de colaboración con los órganos de
estadística de las Comunidades Autónomas menciona-
dos en el apartado 3 del artículo 3.

Artículo 5.

El Instituto Nacional de Estadística publicará las cifras
de población, así como los resultados generales dedu-
cidos de los censos de edificios, locales, viviendas y
población y facilitará a los Departamentos ministeriales,
Comunidades Autónomas, Corporaciones locales y cua-
lesquiera otros usuarios, públicos o privados, aquella
información especial de carácter numérico colectivo que
pudiera ser de interés a los mismos para el cumplimiento
de sus propios fines.

Disposición final primera.

Por los Ministros de Economía y Hacienda y de Admi-
nistraciones Públicas se dictarán las disposiciones com-
plementarias que requiera el cumplimiento de lo dispues-
to en el presente Real Decreto.

Disposición final segunda.

El presente Real Decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dado en Palma de Mallorca a 31 de julio de 1999.

JUAN CARLOS R.

El Vicepresidente Primero del Gobierno
y Ministro de la Presidencia,

FRANCISCO ÁLVAREZ-CASCOS FERNÁNDEZ

17999 REAL DECRETO 1338/1999, de 31 de julio,
por el que se regulan determinadas tasas pos-
tales y el fondo de compensación del Servicio
Postal Universal, creados por la Ley 24/1998,
de 13 de julio, del Servicio Postal Universal
y de Liberalización de los Servicios Postales.

La Ley 24/1998, de 13 de julio, del Servicio Postal
Universal y de Liberalización de los Servicios Postales,
modificada por la Ley 50/1998, de 30 de diciembre,
de Medidas fiscales, administrativas y del orden social,
ha venido a cumplir, entre otras finalidades, la necesaria
sustitución de la Ley de 22 de diciembre de 1953, que
hasta ahora era el fundamento legal del sistema postal
español, ya que si bien el marco constituido por ésta
ha servido durante un largo período de tiempo para regu-
lar la actividad postal en España, el carácter dinámico
de dicha actividad ha introducido extraordinarios cam-
bios en la realidad de la misma.

Era necesario el establecimiento de una regulación
sistemática en la que se determinase el régimen al que
ha de sujetarse la prestación del Servicio Postal Uni-
versal, se garantizase el derecho a las comunicaciones
postales a todos los ciudadanos y empresas y se reco-
nociese el ámbito del sector postal liberalizado, fijando
las reglas básicas para la efectividad de la libre con-
currencia.

El contenido específico del marco liberalizador ha de
recoger la posibilidad de otorgamiento de autorizaciones
administrativas singulares que habilitan para la presta-
ción de determinados servicios postales incluidos, con-
forme a la citada Ley, en el ámbito del Servicio Postal
Universal y no reservados, de acuerdo a lo en ella dis-
puesto, al operador al que se encomienda su realización.

No obstante, la salvaguarda del adecuado equilibrio
económico del sector ha hecho necesaria la creación
de unas tasas compensatorias que, respetando el prin-
cipio de libre concurrencia, permitan financiar, siquiera
sea en una parte, el mayor coste que habrá de soportar
el operador al que se encomienda la realización del Servi-
cio Postal Universal, dadas las obligaciones que se le
imponen.

A tal fin, la propia Ley crea el Fondo de Compensación
del Servicio Postal Universal, uno de cuyos ingresos está
constituido precisamente por las tasas postales estable-
cidas en la sección 30, del capítulo V, del Título III de
la Ley.

Respecto de dichas tasas, la citada Ley 24/1998
determina que el procedimiento para su exacción, así
como la escala de gravamen de la tasa de contribución
a la financiación del Servicio Postal Universal se esta-
blecerán por norma reglamentaria.

En cumplimiento del citado mandato, se establece
en anexo una escala que permite que los operadores
contribuyan a la financiación del Servicio Postal Universal
en igual medida, por cada tramo de ingresos brutos,
si bien en aras a impedir que la tasa pueda provocar
un efecto disuasorio del incremento de volumen de nego-
cio, se ha previsto un decrecimiento del tipo aplicable
a medida que cada tramo va aumentando.


